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      La subjetividad política del siglo XXI




      Jorge Alemán1




      En el siglo XXI, tal vez Latinoamérica sea el lugar donde se pueda pensar “lo político” en un espacio nuevo. Un lugar donde las articulaciones de la dimensión política y la experiencia humana puedan ser concebidas más allá del “objetivismo” sociológico en las que estaban apresadas. En efecto, ahora se trata de pensar lo político no como un espacio homogéneo, administrable y contabilizable a partir de sus distintas subdivisiones internas, sino como una práctica instituyente que surge de una fractura constitutiva que encontramos en el centro mismo de la sociedad. Se trata de una hendidura que vuelve imposible considerar a la sociedad como un todo. Esta fractura no depende de accidente alguno, está presente en la constitución misma de lo Simbólico que rige al orden social.




      La política o lo político, según la terminología implicada, es tratar simbólicamente con aquellos antagonismos y dislocaciones que atravesando al tejido social dan cuenta a la vez de esa brecha y fractura estructural. Ningún orden sociopolítico por bien constituido que esté en sus instituciones puede quedar a salvo de las consecuencias de esa ruptura en los fundamentos mismos de lo social. A su vez, tratar a esos antagonismos en la época en que la forma-mercancía impregna y modula a los distintos intercambios humanos implica reconocer las demandas sociales heterogéneas que atraviesan a dichos intercambios y el dolor físico de los cuerpos parlantes implicados en la injusticia de la explotación y la exclusión. En suma, en la actualidad, lo político también debe afrontar el modo en que las subjetividades excluidas se exponen con mayor intensidad a la pulsión de muerte y sus prácticas de “goce”. Este “saber hacer” de lo político exige replantearse las lógicas emancipatorias. En primer lugar, las representadas y dominadas desde principios del siglo XX por un sentido teleológico de la Historia, sostenido por la identidad “objetiva” de un sujeto capaz de protagonizar el universal revolucionario y, en segundo lugar, en un sentido filosófico más actual, por aquellas lógicas políticas de orientación posmarxista.




      Dichas lógicas posmarxistas se diferencian del marxismo clásico antes mencionado otorgando todo el potencial político al momento disruptivo que interrumpe el consenso, al Acontecimiento que desborda la situación dada, a la revolución del “Común” fuera de los dispositivos de la representación o a la “parte sin parte” que vendría a interrumpir la política policial y administrativa del Estado. En definitiva, estos nuevos pensamientos emancipatorios posmarxistas constituyen en Europa una clara respuesta al escenario reaccionario y neoliberal desplegado en las últimas tres décadas. No obstante, es necesario señalar que salvo excepciones, en estos pensadores y más allá de sus diferencias filosóficas, pensar lo político es siempre hacerlo por fuera de la forma-Estado. Se trata siempre de estar en contra o más allá del Estado, buscando políticas en la autoorganización, en la fidelidad al Acontecimiento, en el devenir Príncipe de lo Común, en la potencia productiva de la Multitud, etc.




      En este aspecto, Latinoamérica constituye el desafío intelectual de pensar otro modo de la política y de la emancipación donde el Estado, a diferencia de los posmarxistas europeos, pueda de una manera siempre contingente ser considerado como formando parte de las aperturas simbólicas que instituyen lo político en una experiencia de transformación social. Se trata de pensar el Estado, y Argentina es en este punto un ejemplo definitivo, como un instrumento de lucha susceptible de ser anudado a otras luchas, en definitiva como un elemento más, en donde las disputa toma su forma y su lugar. Un espacio que al ser también alcanzado por la fractura original que antes mencionábamos debe poder ser entonces sustraído del dispositivo de aquellas corporaciones que, precisamente, se definen por suturar la brecha y aplastar a la imposibilidad que le da movimiento a los lazos sociales. El límite estructural de los pensadores posmarxistas europeos, tratados con gran rigor en los textos que aquí se presentan, es que no pueden pensar al Estado latinoamericano en su participación en la construcción de una hegemonía popular. Cada vez que se remiten al Estado este aparece como un espacio saturado de normatividad, de procedimientos burocráticos, de dispositivos de control o de disciplinamiento social. En suma, el Estado se define como irrelevante para el proyecto emancipatorio dada su esencial naturaleza policial, biopolítica o capitalista. De este modo, este nuevo campo intelectual se diferencia radicalmente de la tradición socialdemócrata-liberal empeñada de modo ambiguo en defender el llamado “Estado de bienestar”. Se trata ahora de pensar desde Latinoamérica un lugar distinto, capaz de atravesar estas tradiciones mencionadas.




      El gran hallazgo de los textos aquí presentados es que en sus intervenciones, más allá de las diferencias teóricas que los trabajan, ninguno trata de situarse frente al kirchnerismo como un “objeto teórico” que está allí ante nosotros y que es susceptible de ser descompuesto en sus elementos últimos. Por el contrario, respetando a la fractura constitutiva de lo social, se trata a partir de diversas prácticas de escritura de sumergirse en la situación K y dejarse interpelar por ella. En estos textos, es el propio acontecimiento K el que se confronta a las distintas estrategias teóricas que conforman el pensamiento crítico de la coyuntura. Se obtiene de este modo un doble registro: por un lado, una lectura de los autores contemporáneos europeos desde una situación anómala para sus propias teorías, a saber, pensar desde un fenómeno latinoamericano como el kirchnerismo toda una secuencia de la teoría crítica y emancipatoria que aún está impregnada de concepciones “eurocéntricas” y, por otro lado, se intenta captar al kirchnerismo en su singularidad histórica, en sus impases inevitables y en sus posibilidades por venir. Por tanto, la experiencia K se transforma en estos textos en el análisis de una nueva fuerza material de lo político, donde debe ser esclarecido tanto lo que se puede estancar por sus inercias heredadas como también aquello que relanza a la experiencia a una emancipación siempre inconclusa, pendiente, nunca totalizable, contaminada radicalmente por las contingencias de la coyuntura.




      Siento un especial orgullo al prologar estos textos, soy consciente de que los mismos dan testimonio de una nueva época del pensamiento político argentino. Ahora, en nuestro país, en Latinoamérica, a partir de la invención de un sujeto político del siglo XXI cuando la barbarie intenta adueñarse del mundo.




      Jorge Alemán,


      Navidad del 2011




      

        

          1 Jorge Alemán es psicoanalista y escritor. Profesor Honorario de la Universidad de Buenos Aires. Miembro de la Asociación Mundial de Psicoanálisis (AMP). Ha publicado, entre otros libros, Para una izquierda lacaniana (2009) y Lacan, la política en cuestión (2011).


        


      


    


  




  

    

      A modo de presentación




      Nos cuesta recordar cuándo fue la última vez que la Academia se sintió tan interpelada y tan movilizada a intervenir y a articular sus saberes y sus prácticas con la realidad social y política extramuros universitarios. Para ser justos, sí recordamos los primeros años ochenta, la primavera democrática, el destape, recordamos a las Ciencias Sociales, a sus profesores, sus intelectuales, sus referentes, retornando del exilio, reformando planes de estudio, conformando grupos de intelectuales en plena articulación con la política partidaria, también escribiendo discursos presidenciales. Pero no es un recuerdo desde la experiencia, de esos que se marcan y que nos forman, porque la mayoría de nosotros éramos pequeños y algunos recién estaban naciendo. Nos cuesta recordar porque, años más, años menos, pertenecemos a una misma generación, a otra generación, marcada a fuego por la experiencia de los noventa. En esos años nos formamos política y profesionalmente, experimentado el espacio universitario, en muchos casos, como un espacio de resistencia ante el neoliberalismo y también ante la apatía política. La universidad, tal vez precisamente como modo de resistir, se replegó sobre sí misma, creando sus propios microclimas que rara vez se articulaban con aquello que pasaba puertas afuera.




      Hoy la situación es muy distinta. Es cierto, tal vez no para toda la Academia y ni siquiera para su tendencia más general, pero sí para una parte que se mueve, que crece y que algo de ruido hace. La crisis de 2001 nos dejaba, entre muchas otras cosas, una gran sensación de incertidumbre. Y el proceso que comenzó en 2003 con la presidencia de Néstor Kirchner nos sorprendió, nada en nuestra experiencia nos indicaba que podíamos esperar algo así (preferimos aquí la indefinición y reservarnos el poder de nominación de las palabras para cada uno de los artículos). También nos conmovió, es decir, nos perturbó, nos inquietó, nos alteró el ánimo y el cuerpo, nos movió fuertemente, violentamente, con eficacia. El diccionario, esta vez, es de gran ayuda.




      Este libro es producto de esa sorpresa y de esa conmoción generada por un proceso político que no sólo debemos interpretar, sino que necesitamos hacerlo. Porque, para nosotros, esta es la primera vez que la Academia –aunque sólo sea una parte de ella– está yendo al encuentro de la política desde otro lugar, es decir, sin objetivarla, sin mirarla desde afuera o desde arriba, como extrañada. Al contrario, está yendo a su encuentro para pensar con ella y para ella, en yuxtaposición, articuladamente, afectándose. En momentos de conmoción, los recursos para pensar se expanden y las formas se multiplican, porque lo pensado no está ni firme ni quieto, sino en movimiento y por eso se torna más inasible. De ahí que los artículos que componen este libro apelen a diferentes recursos y adopten diversos estilos.




      La escritura está en el centro de nuestra profesión, la publicación se torna un requisito de la carrera, pero esta vez tiene también otro sentido: queríamos pensar, debatir, escribir y difundir, y no podíamos no hacerlo.




      Los autores
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      El kirchnerismo y la desmesura de lo político




      Mercedes Barros1 - Andrés Daín2




      La desmesura democrática no tiene nada que ver con ninguna locura consumista. Es simplemente la pérdida de la medida según la cual la naturaleza daba su ley al artificio comunitario, a través de las relaciones de autoridad que estructuran el cuerpo social.




      Jacques Rancière




      Introducción




      El kirchnerismo como acontecimiento político ha sido objeto de diversos predicados que lo colocan en el terreno del desborde, la desmesura, la desobediencia. En estos terrenos escabrosos, estas lecturas del presente ponen en juego y resignifican viejas y reiteradas miradas de un pasado reciente que surgieron para echar luz sobre aquel primer peronismo del ‘45 y sus más variadas implicancias políticas. Nuevamente, la demagogia del líder y la ingenuidad de algunos muchos se anudan para explicar este nuevo hecho maldito. Hoy, como ayer, el apasionamiento y la adhesión fanatizada de sus seguidores son producto del engaño y del oportunismo del líder político. Un líder, cuya racionalidad instrumental le otorga una capacidad de cálculo infinita y cuya audacia no reconoce límite ético alguno, que en su afán por acumular y preservar el poder cae en la desmesura confrontativa, desobedece reglas y desborda las instituciones. Frente a lo cual la ciudadanía se distribuye entre quienes, por una racional necesidad o por una inocencia afectiva, caen en sus redes tejidas con gran precisión y entre quienes tienen la claridad intelectual suficiente para resistir sus embates y reconocer sus perversas intenciones.




      Estas miradas sostenidas sobre una concepción racional y utilitarista del sujeto y de la política atraviesan, de manera más o menos sutil, no sólo a aquellos detractores viscerales del proceso político


      inaugurado en 2003, sino también a quienes buscan comprender este nuevo fenómeno, ya sea desde los ámbitos académicos –particularmente desde la ciencia política- o desde el periodismo especializado. Asimismo, estas concepciones de la política, y como evidencia de su penetración en el sentido común, también contaminan a sus propios líderes y seguidores.




      En este artículo, nos proponemos cuestionar estas miradas diseminadas del fenómeno kirchnerista y poner en jaque una vez más la concepción teórica que las sustenta. Para esto, nos situaremos en ese exceso que ha caracterizado al discurso kirchnerista, pero no para proveer una descripción peyorativa más de esta formación discursiva, sino más bien para mostrar su condición novedosa y heterogénea respecto a viejos conceptos y sentidos establecidos que dieron forma a la Argentina democrática. Exceso kirchnerista que ha permeabilizado los límites de la política, cuestionando aquello que parecía cristalizarse en el sentido común de los argentinos y argentinas, abriendo a la discusión política cuestiones, que de tan sedimentadas, algunos juzgaban como viejas antinomias del pasado ya superadas.




      Nuestra intervención se dará particularmente en torno a dos de los nudos centrales que han caracterizado distintos momentos del proyecto político kirchnerista en estos años y que grafican con claridad la apertura del debate político que mencionamos: su política de derechos humanos y su posición respecto a la comunicación audiovisual. Desde estos dos ejes de análisis, pretendemos intervenir de manera crítica en aquellas viejas miradas que se resitúan y reinventan para así ofrecer un nuevo modo de comprender la configuración de las identidades políticas.




      Desde nuestra perspectiva, los proyectos políticos no surgen ex nihilo sino más bien en un contexto relativamente estructurado que hace posible pero que al mismo tiempo limita las articulaciones políticas. Así, como intentaremos mostrar, nuestra mirada procura alejarse tanto de los análisis centrados en las meras “intenciones” o “intereses” de los agentes cuyo sustento se encuentra en la concepción del sujeto político autoconsciente y preconstituido, como de aquellas lecturas que buscan estructuras de sentido subyacentes que imponen límites apriorísticos a las configuraciones políticas. Nuestra atención se dirige entonces hacia la disponibilidad y prevalencia de lenguajes políticos en y a través de los cuales los agentes sociales se identifican políticamente y batallan para dar sentido al mundo que lo rodea. En este sentido, como veremos, el kirchnerismo como proyecto político se produce en un ámbito histórico e institucional específico y toma su forma a través de la puesta en marcha de estrategias discursivas particulares que están supeditadas a la disponibilidad de ciertas prácticas discursivas que hacen a la vida política de nuestra comunidad en un momento determinado. Lo interesante de esta mirada es poder entender cómo en la presencia de cierto contexto discursivo este proyecto se constituye poniendo en juego y haciendo propio algunos lenguajes y significantes existentes y no otros.




      Entonces, y para dar paso a nuestro análisis, más que en los porqués del kirchnerismo, más que en la búsqueda de sus “verdaderas” esencias, nos situamos en el cómo, en cómo este proyecto político ha ido adquiriendo la identidad que lo caracteriza y define a partir de su relación con demandas, identidades y lenguajes disponibles en el contexto político de esta Argentina del nuevo milenio.




      Los derechos humanos entre luchas y disputas




      La estrecha relación de contigüidad entre derechos humanos y kirchnerismo encuentra sus orígenes en los pasos iniciales del gobierno de Néstor Kirchner allá por los primeros meses del año 2003. En el transcurso de unos pocos meses, la causa por los derechos humanos se convirtió en uno de los nudos centrales del nuevo proyecto político que comenzaba incipientemente a tomar forma alrededor del liderazgo del flamante presidente electo. Así fue como la articulación de esta demanda particular marcó decididamente no solo el devenir de la política de derechos humanos del gobierno de Kirchner –y de su predecesora- sino también la constitución misma y configuración discursiva inicial de este proyecto político popular. Ahora bien, ¿cómo dar cuenta de esta articulación y de sus implicancias? ¿Cómo tuvo lugar? ¿Qué condiciones hicieron posible aquel proceso articulatorio?




      La antesala del gobierno de Kirchner estuvo signada por un escenario político turbulento. Durante los primeros años del nuevo milenio asistimos a una crisis social, política e institucional sin precedentes en la historia de nuestro país. En los años 2001 y 2002, el clima de malestar generalizado se tradujo en un ciclo de protesta y movilización social que puso en jaque al sistema político en su conjunto y a las creencias que lo habían sostenido desde la reapertura democrática. En este nuevo escenario, los movimientos sociales obtuvieron un significativo protagonismo que los posicionó como interlocutores legítimos frente a los devaluados representantes políticos. El movimiento de derechos humanos no fue ajeno a este protagonismo que mencionamos. Los distintos grupos que conformaban el movimiento tuvieron gran presencia en el nuevo ciclo de movilización social tejiendo solidaridades con el resto de los movimientos de protesta. Más aún, podemos sugerir que por momentos estos grupos lograron convertirse en la principal fuerza articuladora de este abanico diverso de protestas sociales. Desde su lucha contra la impunidad, contra la falta de justicia, verdad y memoria en democracia con respecto a los crímenes cometidos por la última dictadura militar, contra crímenes que crecientemente se anudaban a un modelo de exclusión y desigualdad social del pasado y del presente, los grupos de derechos humanos se unían a la lucha de las generaciones de militantes del pasado y con ellas al resto de los movimientos de protesta del nuevo milenio3. Este posicionamiento, y su trayectoria de lucha intachable, los convirtió entonces en una de las voces privilegiadas de expresión y canalización del malestar social que predominaba en los años 2001 y 2002.




      Este telón de fondo parece ser razón suficiente para varios analistas políticos para dar cuenta del acercamiento de Kirchner a los derechos humanos. Para este tipo de análisis, este acercamiento no puede ser más que el resultado de la astucia política y oportunismo racional del líder político. En este sentido, por ejemplo, Juan Carlos Torre plantea cómo Kirchner, al igual que Perón en 1946, se enfrentó al desafío de “construir a partir de las alturas del Estado poder político-partidario”, o en todo caso, “ganar apoyos políticos organizados en la sociedad a los efectos de consolidar su dominio sobre las instituciones de gobierno”4. Frente al clima político crítico y denuncialista hacia los sectores políticos tradicionales, explica Torre, Kirchner se puso a tono con los humores de la opinión pública y decidió entonces abrir sus puertas a los líderes de los movimientos de desocupados y de derechos humanos en busca de aquella afamada aprobación y adhesión popular.5 Como sugiere entonces el autor, las acciones y muestras de solidaridad con los grupos de derechos humanos del entonces presidente Kirchner respondieron a una estrategia política a través de la cual se intentó, en primer término, ganar cierto apoyo popular para luego capitalizar ese apoyo en apoyo partidario.




      Ahora bien, de este tipo de enfoques derivan toda una serie de afirmaciones y valoraciones peyorativas acerca de la política de derechos humanos del kirchnerismo que le atribuyen a ésta un origen mezquino, engañoso y oportunista. Detrás de cada una de las acciones del gobierno respecto a los derechos humanos subyace una estrategia política que nada tiene que ver con la “verdadera” causa de los derechos humanos, sino más bien con intereses electoralistas, demagógicos, o de otra índole. Estas acusaciones -y también las respuestas que se han generado para contrarrestarlas- se remontan al pasado para buscar allí aquellas intenciones verdaderas de las figuras protagónicas del kirchnerismo, tendiendo así a esencializar esta identidad, desprendiéndola de su contexto discursivo, es decir de aquellas relaciones que le dan forma y sentido.6 De la misma manera, en estas aseveraciones y argumentos cruzados se esencializa la causa por los derechos humanos, es decir, se ancla esta lucha a una forma particular de articulación que se remonta a principios de los años ochenta y la fija así a ciertos predicados que no son más que contingentes y arbitrarios.7




      Nuestra interpretación del proceso articulatorio de derechos humanos y kirchnerismo toma un giro diferente. Como adelantamos más arriba en la introducción, nuestra perspectiva de análisis nos aleja de aquel sujeto político constituido de antemano, ajeno y exterior a sus circunstancias que lo rodea, que todo lo puede, o al menos que todo lo intenta en su incesante búsqueda por maximizar beneficios. Por el contrario, nos conduce a un sujeto singular e históricamente situado que se constituye como tal en el andar, en el decir, en el hacer. Por esta razón, más que determinar una supuesta esencia kirchnerista, procuramos comprender cómo este proyecto político ha ido adquiriendo su propia identidad a partir de la constitución de un sistema de relaciones con otras identidades y a través de la exclusión de una radical otredad que al mismo tiempo que posibilita su existencia, la niega. Es precisamente en relación a esa radical otredad que podemos iluminar los inicios de la relación de estrecha contigüidad que comenzó a construirse entre derechos humanos y kirchnerismo.




      Como ha sido señalado por Aboy Carlés, el discurso de Néstor Kirchner comienza a tomar forma a través del trazado de una doble frontera política. Por un lado, una frontera que excluía un pasado reciente encarnado en el menemismo y las consecuencias sociales del proceso de reformas del mercado, y por otro lado, una frontera más ambiciosa que excluía a un pasado más remoto que se remontaba a la dictadura militar y cuyas consecuencias y efectos se prolongaban hasta el presente8. Ya en su primer discurso como Presidente podemos ver cómo comienza a esbozarse esta doble ruptura y a definirse los adversarios de este incipiente proyecto político. Respecto a la primera ruptura, el nuevo Presidente electo en aquella ocasión expresó,




      En la década de los 90, la exigencia sumó la necesidad de la obtención de avances en materia económica, en particular, en materia de control de la inflación. La medida del éxito de esa política, la daba las ganancias de los grupos más concentrados de la economía, la ausencia de corridas bursátiles y la magnitud de las inversiones especulativas sin que importara la consolidación de la pobreza y la condena a millones de argentinos a la exclusión social, la fragmentación nacional y el enorme e interminable endeudamiento externo9.




      Ahora bien, en este primer discurso operaba ya también aquella otra frontera que como dijimos tenía un carácter más ambicioso y que su trazado abarcaba y contenía aquella primera ruptura.




      En lo penal, en lo impositivo, en lo económico, en lo político, y hasta en lo verbal, hay impunidad en Argentina. En nuestro país, cumplir la ley no tiene premio ni reconocimiento social… No habrá cambio confiable si permitimos la subsistencia de ámbitos de impunidad. […] Rechazamos de plano la identificación entre gobernabilidad e impunidad que algunos pretenden. Gobernabilidad no es ni puede ser sinónimo de impunidad. Gobernabilidad no es ni puede ser sinónimo de acuerdos oscuros, manipulación política de las instituciones o pactos espurios a espaldas de la sociedad10.




      Esta otra ruptura se organizaba alrededor de una crítica que no se anclaba en nombres propios del pasado reciente, sino más bien, se articulaba alrededor de la noción de impunidad por medio de la cual se nombraba y significaba a un proceso de larga data que situaba a los gobiernos democráticos precedentes en una línea de continuidad con la última dictadura militar. Los acuerdos oscuros, la manipulación, y los pactos a espaldas de la sociedad que nombraba Kirchner eran claras muestras de aquella continuidad y venían a darle contenido a la impunidad en democracia. En un extracto de otro de sus discursos esta línea de continuidad queda claramente establecida,




      Si bien es gravísimo, tremendamente grave lo que pasó con la dictadura genocida en Argentina, también ha sido muy grave lo que pasó en la etapa democrática. Sin querer apuntar a nadie, honestamente se los digo, pero durante muchos años miles y miles de hombres y mujeres que participamos de la vida política argentina, aceptamos como método de convivencia, y lo hicimos como una necesidad para que la democracia pueda sobrevivir, el marco de la impunidad concreta. De una forma o de otra, con más vergüenza, con menos vergüenza, con más o menos sentimientos, con más o con menos carga de conciencia, la realidad, cuando se escriba la historia de estos tiempos, sé que va a ser muy dura en este aspecto, por más justificaciones históricas que se quieran buscar, por estos 20 años de democracia en este sentido11.




      Como podemos ver, la crítica esbozada por Kirchner ponía en juego y hacía propio aquel lenguaje político –con sus usos y sentidos- que había nutrido y dado forma a los reclamos de los grupos de derechos humanos, y que como hemos mostrado, se había tornado en un lenguaje crecientemente disponible y creíble en el contexto de la crisis del 2001. En y a través de ese lenguaje, Kirchner recuperaba aquella narrativa de un pasado signado por la injusticia, el silencio, y la complicidad y se unía así a las luchas contra la impunidad. Desde allí, desde su común oposición a la impunidad del pasado, Kirchner establecía una relación de equivalencia con los grupos de derechos humanos y sus reclamos, en sus palabras “Hablemos claro: no es rencor ni odio lo que nos guía y me guía, es justicia y lucha contra la impunidad”12.




      Desde ese común enfrentamiento, Kirchner tempranamente se presentaba como la presencia de aquello que había estado ausente en estos últimos años de vida en democracia. Más allá de las experiencias y logros del pasado, obviando las medidas de revisión del pasado de gobiernos anteriores y de medidas reparatorias concretas que se habían tomado, Kirchner se erigía desde aquella primera instancia como la fuerza política capaz de encarnar la ruptura con el pasado de impunidad.




      Pero fue en el transcurso de la anulación de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final entre los meses de junio y septiembre del año 2003 que esta ruptura que Kirchner había esbozado comienza a ganar impulso y credibilidad. Durante estos meses, la iniciativa legislativa de anular las leyes del perdón, que como cabe señalarse, originariamente provenía no de las filas del oficialismo sino de los sectores de izquierda y que respondía a un reclamo histórico de los mismos, sería finalmente percibida como una embestida del propio presidente en su lucha contra la impunidad. Esta lectura que comienza a imponerse en la coyuntura política nacional tuvo mucho que ver con las acciones de Kirchner pero también con las repercusiones y respuestas que se generaron en el resto de los actores políticos y sociales. Desde el gobierno, dentro de la misma estrategia discursiva que venía sosteniendo, Kirchner no solo expresó su apoyo a la posible anulación sosteniendo que siempre estuvo en contra de las leyes, y caracterizándolas como normas para mantener impunidad13, sino que también dio muestras claras y concretas respecto a su posición a favor de la reapertura de los procesos judiciales contra personas involucradas en la represión. En este sentido, en el transcurso de los tres primeros meses de su gobierno, Kirchner derogó el decreto que prohibía la extradición de militares argentinos sancionado por el gobierno de De La Rúa y ratificó un convenio internacional sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y delitos de lesa humanidad. Sin embargo, esta posición de Kirchner fue reforzada y validada por el resto de los actores políticos y sociales que identificaron al nuevo presidente como el principal impulsor de estas medidas14 y que vincularon estrechamente la posición a favor o en contra de la anulación de las leyes con una posición a favor o en contra de Kirchner15.




      De tal manera, una vez anuladas las leyes del perdón por el Congreso, Kirchner finalmente se convirtió en el principal vencedor, y la frontera que lo separaba del pasado de impunidad adquirió una inu-sitada fuerza e intensidad.16 Esta fuerza de frontera situó a Kirchner no sólo en una relación de solidaridad con la demanda de derechos humanos sino que lo constituía en la encarnación misma de la lucha por la verdad, por la memoria y por la justicia en el país. Kirchner venía a “restaurar” aquello que había estado ausente y faltante en esa Argentina democrática. Tras la anulación de las leyes fue el mismo Kirchner quién entregó el decreto que ponía en vigencia la anulación de las leyes a los grupos de derechos humanos y unos pocos días más tarde expresó,




      Ahora, con la nulidad de las leyes está la posibilidad de restaurar definitivamente la justicia perdida. Espero que los argentinos podamos enorgullecernos ante nosotros y ante el mundo porque en el país se terminó con la impunidad.




      También sostuvo,




      (...) creo que en Argentina tiene que haber justicia, tiene que haber memoria, porque en un país que no tiene memoria y en un país que no tiene justicia se hace muy difícil construir un futuro17.




      Estos efectos de frontera se hicieron visibles y tomaron más vigor en las palabras y actos de identificación de los organismos de derechos humanos con la figura de Kirchner.18 En el transcurso de unos pocos meses, la relación de contigüidad entre los derechos humanos y el nuevo gobierno que se esbozaba desde el discurso oficial encontraba una respuesta favorable entre los distintos grupos. En una de las primeras entrevistas con el gobierno, Hebe de Bonafini, presidenta de la asociación Madres de Plaza de Mayo, expresó, “Kirchner no es como los demás. Ha empezado a hacer algunas de las cosas con las que todos estuvimos soñando desde hace mucho tiempo”19. En este mismo sentido, a poco tiempo de anuladas las leyes, Estela de Carlotto también decía, “El presidente Kirchner es un ignoto que está haciendo más de lo que prometió hacer”20.




      Es pertinente señalar aquí cómo en ambos testimonios –entre muchos otros de similar tono– Kirchner aparecía como ofreciendo algo más que lo esperable, más que una respuesta previsible a un reclamo preciso y particular. Kirchner se presentaba como aquel que hacia presente aquello soñado pero impensado y siempre ausente, restaurando la experiencia de plenitud comunitaria. De esta manera, el nuevo Presidente era representado como lo inesperado, lo heterogéneo frente a la homogeneidad de un pasado signado por la impunidad. Este carácter novedoso y rupturista puede concebirse como la expresión de una desmesura o un exceso en relación al orden de las cosas previo a su aparición. Desmesura que fue puesta en acto una y otra vez en cada una de las medidas que el gobierno de Kirchner tomó en relación a los derechos humanos en los meses venideros, por ejemplo en la creación del Museo de la Memoria en la Escuela de Mecánica de la Armada, en la orden de retirar los cuadros de Videla y Bignone del Colegio Militar, en el pase a retiro de militares acusados de delitos de lesa humanidad y en las reiteradas enunciaciones condenatorias a la represión ilegal de la última dictadura militar.




      A través de estos actos de desmesura, el discurso de Kirchner irrumpía en el presente y modificaba irreparablemente lo establecido hasta el momento en relación a los derechos humanos. Este discurso ponía en cuestión viejos conceptos y lenguajes y traía consigo nuevos usos y sentidos que, si bien estaban disponibles ya en ciertos reductos de lo social, su puesta en juego en un nuevo contexto discursivo los convertía en novedosos y subversivos. En esta puesta en juego se ponía en cuestión aquella interpretación del pasado que había prevalecido en el imaginario político desde los tiempos de Alfonsín a partir de la cual los derechos humanos habían quedado entrampados en la imparcialidad democrática frente a la violencia política de “los dos demonios”.21 La imparcialidad de la democracia y de su justicia había situado a los derechos humanos en el terreno de la inocencia, la neutralidad y la despolitización. El discurso de Kirchner desplazaba radicalmente la teoría de los dos demonios y los significados que se desprendían de aquella. La doble frontera que separaba al nuevo gobierno del pasado reciente y remoto y que lo convertía en la encarnación misma de la lucha contra toda impunidad, también lo unía en una relación estrecha de solidaridad no sólo con los familiares de las víctimas de la represión, como vimos más arriba, sino con las victimas mismas. En sus palabras,




      Por eso, hermanas y hermanos presentes, compañeras y compañeros que están presentes por más que no estén aquí, Madres, Abuelas, chicos: gracias por el ejemplo de lucha. Defendamos con fe, con capacidad de amar, que no nos llenen el espíritu de odio porque no lo tenemos, pero tampoco queremos la impunidad. Queremos que haya justicia, queremos que realmente haya una recuperación fortísima de la memoria y que en esta Argentina se vuelvan a recordar, recuperar y tomar como ejemplo a aquellos que son capaces de dar todo por los valores que tienen y una generación en Argentina que fue capaz de hacer eso, que ha dejado un ejemplo, que ha dejado un sendero, su vida, sus madres, que ha dejado sus abuelas y que ha dejado sus hijos. Hoy están presentes en las manos de ustedes.22




      Esta relación estrecha se consolidaba cuando él mismo se posicionaba como parte de la generación diezmada por la dictadura,




      Les vengo a proponer que recordemos los sueños de nuestros patriotas fundadores y de nuestros abuelos inmigrantes y pioneros, de nuestra generación que puso todo y dejó todo pensando en un país de iguales23.




      También ganaba fuerza con las respuestas que generaba. Para citar sólo alguna de éstas, luego de una entrevista con Kirchner, la presidenta de Abuelas de Plaza de Mayo decía, “siento que estoy al lado de mi hija”24.




      Esta relación de igualdad que operaba en el discurso de Kirchner implicaba la inclusión en el campo de lo legítimo de todos aquellos jóvenes idealistas de izquierda y de su lucha revolucionaria. A su vez, esta relación se sostenía sobre la exclusión de los sectores comprometidos con la represión ilegal y con aquel modelo de país de exclusión y desigualdad que se iniciaba en la dictadura y que había encontrado su auge en la década del noventa. Como resultado de esta operación de inclusión y exclusión que funcionaba con el telón de fondo de la doble ruptura kirchnerista, la lucha contra la impunidad era así también una lucha contra la desigualdad y contra la exclusión social. De esta manera y en el discurso de Kirchner, la demanda por los derechos humanos, por justicia, por verdad y por memoria se articulaban a la lucha por la inclusión, por la igualdad y por un proyecto de nación que ‘nos incluya a todos’. En palabras de Kirchner,




      Aquella bandera y aquel corazón que alumbramos de una Argentina con todos y para todos, va a ser nuestra guía y también la bandera de la justicia y de la lucha contra la impunidad. Dejaremos todo para lograr un país más equitativo, con inclusión social, luchando contra la desocupación, la injusticia y todo lo que nos dejó en su última etapa esta lamentable década del ‘90 como epílogo de las cosas que nos tocaron vivir. 25




      Por primera vez entonces, un gobierno de la democracia reivindicaba la lucha y militancia de los años setenta, haciéndose partícipe de aquellos ideales y reclamos. La parcialidad de este discurso rompía así definitivamente con la imparcialidad democrática de los años ochenta y posibilitaba nuevos juegos de lenguaje a partir de los cuales se subvertían los ahora viejos sentidos alrededor de los derechos humanos. La reivindicación por aquellos militantes que habían dado su vida por sus ideales ponía en jaque a la figura de la “víctima inocente” y desplazaba definitivamente a la lucha por los derechos humanos del terreno de la neutralidad política y de la imparcialidad de la justicia hacia el ámbito de las luchas populares en contra de la exclusión y de-sigualdad social del presente y del pasado. Así, en oposición a las tendencias despolitizadoras de los años ochenta y noventa, los reclamos por los derechos humanos tenían que ver con aquel espíritu de lucha y confrontación de hoy y de ayer, y adquirían un carácter inclaudicable, que no encontraba condicionamientos y limites, las luchas por los derechos humanos aparecían, en palabras de Kirchner, “en el vértice de la lucha contra toda impunidad”.




      Esta nueva configuración de sentido posibilitaba y legitimaba un tipo de lucha y una forma de identidad que poco tenía que ver con aquella identidad imaginada durante los años ochenta, bajo el discurso de la nueva democracia. Aquella lucha replegada en ese entonces al ámbito de la justicia, en donde se borraba su politicidad de origen, hoy encuentra su lugar entre aquellos que luchan por la igualdad y la inclusión social.




      Como señalamos en la introducción, es esta forma de “desmesura” del discurso de Kirchner lo que ha generado toda una serie de consideraciones peyorativas acerca del kirchnerismo y los derechos humanos, que lo presentan como aquel que manipuló, alteró y corrompió a aquello que aparecía como lo más ético e incorruptible de la sociedad argentina. Todas estas varias y diversas críticas tienen en común el rechazo a aquella desmesura democrática que mencionamos en nuestra primera cita de Rancière, que en nuestro caso toma forma en la politización que ha implicado el discurso de Kirchner en materia de derechos humanos. Es decir, la politización que implica la puesta en cuestión y alteración de aquella articulación política que prevaleció en Argentina reciente desde el comienzo de la democracia que sujetaba los derechos humanos a la imparcialidad democrática. Desde aquel rechazo común y conservador, los nuevos usos y sentidos que adquirieron los derechos humanos en esta Argentina del nuevo milenio son rechazados en nombre de los “verdaderos” derechos humanos, en nombre de los “verdaderos” activistas y de las “verdaderas” organizaciones.




      La crisis del campo, los medios


      y la democracia




      Si la crisis de principios de siglo posibilitó la desestabilización de aquellos significados e instituciones que estructuraban al sistema político argentino en su conjunto, la denominada crisis del campo vino a configurar otro momento dislocatorio de relativa importancia. Como hemos señalado, la crisis del 2001 tuvo en el centro de la escena a los modos tradicionales de representación política (líderes y partidos políticos) y situó a los movimientos sociales como los canalizadores de las diversas demandas insatisfechas. Esta situación nos permite comprender el proceso articulatorio a través del cual se fue configurando el discurso kirchnerista, donde la política de derechos humanos fue erigiéndose como un pilar central de un proyecto político que se iba construyendo en oposición al modelo neoliberal de exclusión social y desigualdad.




      Esta crisis de sentidos fue repetidamente citada en términos de condiciones de posibilidad de sucesivas políticas de gobierno de Néstor Kirchner. Así como la crisis de representación colocó a los movimientos sociales (organismos de derechos humanos, piqueteros, etc.) como los articuladores de la creciente proliferación de demandas, la crisis económica permitió el cuestionamiento del proyecto económico neoliberal. Las trágicas consecuencias sociales y económicas del programa macroeconómico de la convertibilidad, cuya continuidad no cesó hasta su derrumbe simbolizado en las jornadas del 19 y 20 de diciembre de 2001, presentaron como inmediata la necesidad de alternativas a un neoliberalismo que –habiendo presentado a la economía como un problema técnico que lógicamente sólo podía ser gestionable desde el lugar del saber de la ciencia económica– se había erigido a sí mismo como la única alternativa racional para el desarrollo económico. Por tanto, la deslegitimación del modelo neoliberal trajo consigo la apertura de un debate que parecía clausurado en Argentina después de las crisis hi


      perinflacionaria del ‘89. No se trata de un problema técnico dentro de un modelo económico, sino de una discusión mucho más amplia que será caracterizada como una discusión sobre la relación entre la economía y la política. El kirchnerismo puede ser pensado como una respuesta particular a esta cuestión (claro está, con la pretensión de clausurarla), cuyo símbolo podría representarse en el famoso cuaderno Rivadavia tapa dura donde Néstor Kirchner anotaba los avatares de las principales variables macroeconómicas. Nuestra propuesta es pensar la Ley de Medios en esos términos. Pensarla en relación a la crisis que generó los efectos dislocatorios que habilitaron su debate. Proponemos ver el denominado “conflicto del campo” como un movimiento sísmico en la formación política argentina que generó las condiciones de posibilidad para la apertura de la discusión en torno a los medios de comunicación en Argentina. Una vez más, una crisis habilitó la apertura de un debate que el sistema político parecía muy poco dispuesto a dar. Sea por afinidades ideológicas con lo instituido (el macrismo-duhaldismo, por ejemplo), sea por connivencia (el radicalismo) o sea porque no creían en que sea posible enfrentarse a semejante poder (sectores progresistas varios, los cuales no incluían dentro de su agenda una reforma en la legislación reguladora de los medios de comunicación), lo cierto es que los sucesivos gobiernos argentinos nunca enfrentaron, salvo muy esporádicamente, el status quo del sistema mediático del país y terminó así por configurarse en un lugar común la frase que rezaba que bastaban cinco tapas negativas de Clarín para socavar la legitimidad de un gobierno.




      No somos nada originales al vincular estos dos hechos, ya que son diversas las lecturas ofrecidas en este sentido. Muchos han buscado comprender a partir del conflicto en torno a la Resolución 125 la decisión de enviar un proyecto de Ley de Medios al Congreso Nacional. Sin embargo, lo que intentamos es ofrecer una mirada diferente sobre esta relación. Desde uno y otro lado del espectro político argentino, ha primado una mirada racionalista de la política que ha tendido a establecer vínculos de exterioridad entre un hecho y el otro. Así, durante el conflicto del campo los principales medios de comunicación jugaron un rol activo a favor de las patronales rurales, irrumpiendo en la escena política de un modo evidentemente parcial develando sus propios intereses políticos y económicos en contra de la autoconstrucción de su imagen como “independientes”, “objetivos” y “desinteresados”. Esto no hizo más que dejar en claro el enorme poder que poseen los medios de comunicación en las sociedades contemporáneas, lo cual terminó de plasmarse con el voto no positivo del Vicepresidente, mostrando que semejante poder es capaz incluso de doblegar al gobierno nacional. Y no a cualquier gobierno, sino inclusive a un gobierno con altísimos grados de popularidad y reconocimiento (recordemos, por un lado, la alta imagen positiva del Néstor Kirchner al dejar la presidencia, algo inédito en nuestro historia democrática reciente; y por el otro, el contundente triunfo electoral de la flamante Presidenta, cifra que, como indicaban todos los estudios electorales del momento, hubiera sido aún mayor si la opción hubiese sido la reelección de Kirchner). Ante este efecto revelador del conflicto del campo, o bien el kirchnerismo, gracias a su gran capacidad estratégica y de cálculo político, supo aprovechar la coyuntura para cobrarse revancha frente a sus nuevos enemigos como los grupos multimediáticos Clarín y América; o bien, debido a su inherente vocación democrática y transformadora, pudo llevar a cabo un proyecto que desde hacía tiempo estaba en carpeta en la agenda gubernamental. Desde estas miradas predominantes, la crisis del campo significó fundamentalmente un cambio en las posiciones de los principales actores del mapa político argentino que expuso particularmente a algunos medios de comunicación como actores políticamente interesados, pero que también debilitó al gobierno, quien alcanzó niveles de opinión negativos tales que parecían imposibles de revertir. Cambios de posiciones que presuponen actores que llegan completamente configurados al campo político; es más, justamente porque saben quienes son y cuales son sus intereses es que los actores participan del espacio político. Es en este sentido que hablamos de relaciones de exterioridad. En contraposición, nuestra intervención pretende mostrar hasta qué punto podemos comprender el modo y la forma en que adoptó el proceso de discusión y aprobación de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual (cómo se elaboró el proyecto de Ley, cual fue su contenido, qué actores y con qué argumentos lo apoyaron o rechazaron, etc.) en relación a cómo se produjo y cómo se estructuró las crisis del campo.




      Mucho se escribió sobre el enfrentamiento de las patronales rurales con el gobierno de Cristina Fernández. Muchos analistas mostraron el éxito del discurso de los ruralistas al apropiarse del significante “campo”, y cómo tras dicha operación ideológica lograron aunar y fijar sentidos como “federalismo”, “justicia”, etc. Estas operaciones ideológicas permitieron explicar, por ejemplo, el apoyo de las capas medias urbanas (que pocos intereses parecen compartir con el “campo”) o la derrota electoral del kirchnerismo al año siguiente. Pero también evidencian la capacidad del sector rural para convertirse en el articulador de todos aquellos que venían oponiéndose al gobierno nacional en la más absoluta soledad: algunos sectores militares que comenzaban a ser llamados nuevamente por la Justicia producto de la política de derechos humanos, algunos sectores eclesiásticos (recordemos la polémica entre el entonces Ministro de Salud Ginés González y el cura castrense monseñor Antonio Baseotto por la cuestión de la despenalización del aborto, etc.), sectores del establishment económico que temían ver sus intereses afectados, sectores dirigenciales excluidos del gobierno, etc. La fractura de lo social emergente de la crisis del campo, que parecía reducir al kirchnerismo al lugar de la alteridad, del antipueblo ya que “el campo somos todos”, fue vivida con enorme entusiasmo por los sectores opositores, al punto de que se transformó en una evidencia la inminencia de un “fin de ciclo”. El debate en los sectores más entusiastas giraba en torno a la sucesión presidencial y qué figura de la oposición sería finalmente la articuladora del antikirchnerismo y la encargada de la normalización político-institucional del país. Un hito en este relato fue el escalofriante diálogo televisivo protagonizado por el periodista Mariano Grondona y el flamante presidente de la Sociedad Rural Hugo Biolcatti acerca de un supuesto adelanto en la entrega del poder presidencial en las manos del héroe agropecuario del momento, el Vicepresidente de la Nación Julio Cesar Cleto Cobos.




      Todo parecía ser saldo negativo para el gobierno. Y las elecciones legislativas del 28 de junio de 2009, con listas testimoniales incluidas, fueron la traslación electoral de una caída que parecía imposible de detener (recordemos que por entonces proliferaban encuestas de opinión que situaban en nivel de rechazo de la Presidenta y de Néstor Kirchner en índices cercanos al 80%26). La crisis del campo significó una bisagra fundamental en la relación entre el Gobierno nacional y los principales medios masivos de comunicación del país. Una nueva relación que parecía olvidarse de todos los vestigios de los primeros años, donde la presidencia de Néstor Kirchner se caracterizó por ganarse el apoyo explícito de los principales grupos mediáticos, y donde éstos obtuvieron sus beneficios más que significativos (prorrogas de licencias, autorización de fusiones empresarias, etc.). Según las múltiples lecturas kirchneristas, era evidente que los principales medios argentinos asumieron un rol activo en contra de la propuesta de subir las retenciones a las exportaciones de granos y pasaron, por tanto, a ser claros opositores al gobierno. Fue justamente esta mirada la que el gobierno empecinadamente se dedicó a poner en el centro de la escena. Durante el conflicto, el oficialismo presentó a las voces opositoras a la suba de las retenciones a las exportaciones como sectores políticamente interesados con una clara intencionalidad de ir mucho más allá del simple rechazo a una resolución ministerial. En definitiva, “el campo” configuraba una articulación política donde convergían, entre otros, dirigentes opositores (de derecha a izquierda del espectro ideológico), sectores económicos poderosos (SRA, por ejemplo) y grupos multimediáticos fuertemente concentrados (Clarín) que buscaban erigirse como una oposición política al gobierno. En este contexto, irrumpió en la escena política argentina el colectivo intelectual pro kirchnerista “Carta Abierta”, quien en su primer mensaje a la sociedad sostuvo que “[u]n clima destituyente se ha instalado”, aunque no en su acepción clásica de una “forma más o menos violenta de interrupción del orden institucional”27 sino que esta vez asumía modos novedosos. El aporte del significante destituyente le permitió al discurso oficialista, por un lado, equivalenciar al conjunto de las voces opositoras que parecían proliferar a un ritmo temerario. Y esta cadena equivalencial estaba articulada y coordinada por un supra poder encarnado en el grupo Clarín, que hasta entonces había mantenido una posición de claro apoyo al gobierno. En Argentina hay,




      […] un supra poder, supra poderes, que significa que por sobre los poderes instituidos por la Constitución […] hay otros poderes, sutiles y no tanto, que tienen la suficiente fuerza para imponer y arrancar decisiones en cualquiera de los tres poderes a partir de la presión […] libertad de expresión no puede convertirse en libertad de extorsión.28




      Situar a los otros en el lugar de los destituyentes, por otro lado, le permitió al discurso kirchnerista posicionarse en el lugar de la democracia. Si los sectores opositores responden a poderes que no están sometidos al control democrático, el gobierno se presenta como la encarnación de la democracia misma al configurarse como el único poder emanado de la voluntad popular. La Ley de Medios también viene a representar esta voluntad democrática del kirchnerismo. En el envío del proyecto al Congreso, Cristina Fernández la presenta como un desafío para el orden constitucional argentino:




      […] esta ley es de todos aquellos que queremos vivir en una Argentina más democrática y más plural […] y justamente por esto, esta ley va a poner a prueba a la democracia argentina […] No hay calidad institucional únicamente por las formas, la calidad institucional es de fondo, es de contenidos, es de sustancia. Es cuando las instituciones de la constitución sirven al pueblo y solamente al pueblo y no a otros intereses.29




      Algo que en su momento fue interpretado por muchos como un error de comunicación, como la evidencia de la incapacidad del gobierno de llegar a la ciudadanía explicando las bondades de semejante medida, algo que a todas luces era claro para quienes apoyaban al gobierno. Desde este punto de vista, parecía fácil demostrar los positivos efectos distributivos de la suba en las retenciones; parecía muy nítido que permitían despegar los precios internos de los internacionales, algo central en una economía con una moneda muy devaluada; sonaba muy razonable subirle los impuestos a uno de los sectores de la economía que no sólo había sido de los que más ganancias se estaban llevando sino que lo eran justamente producto de la política macroeconómica de este mismo gobierno (como una moneda devaluada); parecía obvio que bastaba una decisión política de ir por la distribución del ingreso para ganarse las simpatías de los sectores populares en Argentina; etc. Pero ninguno de estos aparentemente contundentes argumentos perecían funcionar en quienes sólo veían en el gobierno una infrenable vocación omnívora. El propio presidente de la Sociedad Rural Argentina, Hugo Biolcatti, resumiendo el último año signado por la Resolución 125, en su discurso de apertura de La Rural del 2009 manifestó: “cuántas cosas pasaron (...) una de las peores sequías, la crisis, epidemias predecibles e impredecibles, y un predador insaciable, el Estado”.30 Inclusive muchos de los propios kirchneristas cuando no apelaban al insostenible argumento de la alienación de las capas medias producto de la lineal influencia de los medios masivos de comunicación, al cálculo y a la astucia, sostenían que gran parte de la cuestión se explicaba por un error de comunicación por parte del gobierno y por algunos errores “políticos” cometidos acerca de cómo se adoptó la medida (como, por ejemplo, mediante resolución ministerial y no vía Congreso; sin previa consulta con la Federación Agraria, etc.). Sin embargo, con el correr del tiempo, el diagnóstico que pareció finalmente imponerse en el gobierno fue otro. No se trataba de un problema comunicacional ni de alienación ni engaño, no era una cuestión de simple habilidad por parte de las patronales agrarias de presentar su demanda sectorial como la demanda de toda la comunidad, sino que por el contrario se trataba de un problema estructural que negaba cualquier posibilidad de comunicar una medida como esa. Como decíamos más arriba, el ejercicio del poder democrático tiene límites no democráticamente fijados y, por tanto, la democracia pasa a depender de su capacidad para someter dicho poder a los poderes democráticos. La propia crisis del campo y el modo de dirimirla por parte del gobierno ya comenzó a configurar este espacio de mayor democratización e institucionalidad que el discurso kirchnerista procuró crear y ocupar en un mismo movimiento. El propio modo de finalizar el conflicto con las patronales rurales evidencia esta operación ideológica. La decisión presidencial de enviar la resolución 125 como proyecto de ley al Congreso Nacional para su deliberación fue presentada por Cristina Fernández en esos mismos términos; tras insistir con su lectura de que en el enfrentamiento al aumento de las retenciones móviles “se instaló la impotencia de aquellos sectores civiles que, incapaz de tener un proyecto político, utilizaban las fuerzas armadas para interrumpir procesos democráticos”, defendió su decisión de incorporar al Congreso en la definición del conflicto porque “la democracia se defiende con más democracia y las instituciones, con más instituciones”.31 Desde este punto de vista, el momento y el modo de plantear la cuestión de la Ley de Medios no puede ser reducida a una decisión estratégica ni a una supuesta capacidad (infinita) de manipulación. Por supuesto que reconocemos la existencia de la decisión, pero la forma y el momento en que ésta se adoptó no pueden ser comprendidas si no entendemos las condiciones que la posibilitaron.




      Frente al diagnóstico de la limitación estructural parecen abrirse solamente dos alternativas; abortar la posibilidad de tomar este tipo de decisiones que afecten ciertos poderes fácticos o ir por la alteración del orden instituido buscando una mayor supremacía del poder democrático. El desechar la primer posibilidad no solamente pone en evidencia una voluntad política, una opción ideológica, sino que al mismo tiempo muestra lo que podríamos denominar como una dimensión histórica del discurso kirchnerista. Representa el modo en que el discurso oficialista lee la historia argentina reciente. Una salida conservadora a la crisis orientada a restablecer la gobernabilidad perdida procurando restablecer los vínculos con las estructuras de poder recientemente sublevadas sería interpretada por éstas como un signo de debilitamiento del cual no habría forma de salir. Eso le habría sucedido, por ejemplo, a Alfonsín, quien al retroceder tanto en su política macro económica heterodoxa como en su intento por limitar los procesos judiciales a los responsables de la represión ilegal de la última dictadura cívico-militar no hizo más que hacerse débil frente al enemigo y, en ese mismo movimiento, deslegitimarse frente a los propios.




      En continuidad con el modo de enfrentar políticamente a los sectores articulados en torno al significante “campo”, el gobierno decidió abrir el debate sobre la situación de los medios de comunicación en Argentina. Pero esta decisión devino en una opción factible por el rol que tuvieron los medios de comunicación durante el conflicto o, mejor dicho, por el modo en que se significó dicho papel. En otras palabras, el modo que tomó el conflicto del campo, cómo frente a un mismo “hecho” (resolución ministerial 125) se partió el campo social en dos (“campo” y “gobierno”, pero no como unidades sino más bien como espacios de articulación), cómo cada uno leyó el conflicto y cómo interpretaron el posicionamiento y el comportamiento del otro, se configuraron en clave de lectura de la formación política argentina. La lectura ideológica del conflicto comenzó a operar como una suerte de anteojos con los cuales los actores políticos y gran parte de la ciudadanía comenzaron a mirar la vida política. Con esta metáfora intentamos escapar a todo determinismo y a cualquier vínculo de necesariedad entre un acontecimiento y otro, y por el contrario buscamos mostrar el modo en que un posicionamiento en un momento de crisis “orgánica” diríamos en una gramática gramsciana- comienza a contaminar el resto de los posicionamientos. Asimismo, también procuramos poner en tensión aquella temporalidad que presuponen los vínculos causalísticos, porque no se trata de que frente a un hecho el sujeto se posicione y posteriormente comience a actuar linealmente a partir de allí. Se podría graficar esta idea a través del siguiente ejemplo. Amplios sectores medios, tradicionalmente reticentes al peronismo y autodefinidos como progresistas, de izquierda o de centro-izquierda, se mantuvieron relativamente escépticos respecto al kirchnerismo hasta el 2008 (podríamos citar, como muestra de esto, la baja performace electoral en 2007 de Cristina Fernández en los principales centros urbanos). Frente a la crisis del campo, muchos de estos sectores, por ejemplo, se fueron posicionando a favor del discurso del gobierno (por procesos complejos de interpelación e identificación que merecen una profunda explicación que excede ampliamente nuestros objetivos). Pero no es que de ahí devinieron en kirchneristas y comenzaron a absorber pasivamente el discurso oficialista. Ese posicionamiento se fue enhebrando con el posicionamiento frente a las posteriores decisiones de gobierno (Asignación Universal por Hijo, Ley de Medios, Fútbol para todos, etc.) que no solamente fueron reforzando la credibilidad del discurso del gobierno frente a las patronales agropecuarias, que no solamente legitimaron a posteriori el argumento del gobierno acerca de que la resolución 125 estaba orientada a defender “la mesa de los argentinos” y no a engrosar “la caja K”, sino que además también habilitó un relectura del pasado reciente. A partir de allí, la lucha por los derechos, el acto en la ESMA cuando Néstor Kirchner hizo descolgar los cuadros de los responsables de la represión ilegal, el rechazo al neoliberalismo menemista, la alianza con Chávez y Evo Morales para derrocar al proyecto estadounidense del Alca, y tantos otros acontecimientos ya no eran producto de decisiones estratégicas ni demagógicas, sino que comenzaban a ser vistos como elementos de un “modelo”, de un “proyecto” político y económico, de un modelo de inclusión “nacional y popular”.




      En definitiva, como si ya fuera un hábito tras el 2001, una vez más la formación política argentina se permitió ir por la politización de aquello incuestionable, de aquello que de tan establecido parecía prácticamente naturalizado. El modo en que se inició el proceso de discusión en torno a la regulación de los servicios de comunicación audiovisual es comparable a la política de Derechos Humanos durante el gobierno anterior en, por lo menos, un aspecto relevante. Se hizo uso de un recurso disponible, evidenciando algo característico de lo social: lo novedoso nunca es completamente nuevo, diríamos parafraseando a Rancière. Hacer suyos proyectos ajenos dirían quienes suscriben a las lecturas hiperracionalista de la política. Conociendo los resultados del proceso deliberativo, se podría afirmar que la coyuntura del momento parecía impedir otra alternativa ya que cualquier proyecto gestado desde el propio kirchnerismo hubiese sido leído como una forma del gobierno por dominar los medios de comunicación, o más específicamente como una revancha frente a Clarín. Fue justamente esta la forma que adoptó el discurso de los grupos mediáticos concentrados y de gran parte del arco opositor quienes pretendieron trazar una línea de continuidad con la crisis del campo. Pero como las continuidades no son literales, no pudieron ser efectivos en sus intencionalidades ya que en la propia decisión de enviar la Ley al Congreso estaba su propia fuente de legitimación. La ley era explícitamente presentada como una necesidad de la democracia, como una misma condición para el futuro de la democracia, pero no se trataba de una cuestión meramente enunciativa, sino que era la apropiación (y, por tanto, alteración) de un discurso disponible en nuestro sistema político, el del enorme espectro de organizaciones no gubernamentales que venían promoviendo, en la más absoluta marginalidad política, desde hace años una reforma en este sentido (como los organismos de derechos humanos en su lucha por la Memoria, la Verdad y la Justicia) y que fueron plasmados en los famosos 21 puntos de la Iniciativa Ciudadana por una Ley de Radiodifusión para la Democracia. Más aún, tampoco se tomó dicho proyecto para ser directamente enviado al Congreso, sino que previa presentación en un masivo acto en el Teatro Argentino de La Plata donde el eje del discurso presidencial estuvo signado por aclarar que “no es una actitud que tenga que ver con una cuestión coyuntural”32, como también en mostrar que se trataba de una deuda de la Democracia y en tanto tal requería de la activa participación del conjunto de la ciudadanía, de la explícita legitimación popular. A tal fin, iba a circular por todo el país, para ser sometido a su debate con el objetivo de recoger todas las opiniones en el proyecto de Ley que finalmente se iba a mandar al Congreso una vez consumado todo este proceso previo. En definitiva, el kirchnerismo parecía poco resignado a perder la disputa en torno dos significantes clave en la formación política argentina que “el campo” parecía haberse apropiado: lo popular, a través de un proyecto de ley orientado a la democratización y elaborado con atención a la participación ciudadana, y lo federal, abriendo foros en todas las provincias argentinas.




      Entonces, el debate era presentado, por un lado, como una deuda de la democracia ya que el marco regulatorio del sistema de medios argentinos databa de la última dictadura militar, lo cual permite anudar explícitamente esta medida con su política de Derechos Humanos reforzando su propia legitimidad como fuerza política para abrir esta discusión. Desde este lugar, se trataba también de un modo de luchar contra la impunidad, contra la impunidad de poderes fácticos sin ningún control democrático, contra la impunidad que supone dominar un sistema de medios anómico. A esta misma dirección apuntará la posterior promoción por parte del Ejecutivo Nacional de una investigación judicial sobre la creación y apropiación de la empresa Papel Prensa. Pero por lado, también se justifica la necesidad de esta ley con el argumento de una doble invalidez del marco regulatorio vigente, tanto por su origen dictatorial como por el enorme salto tecnológico acontecido en las últimas décadas en materia de comunicación audiovisual. Desde este último punto de vista, la necesidad de una nueva Ley de Medios era presentada como un paso más hacia la inclusión social y hacia la igualdad, como un modo no solamente de resarcir una falta del pasado sino además como una forma de proyectarse hacia el futuro:




      Necesitamos, entonces, un soporte jurídico precisamente para que la incorporación de esas nuevas tecnologías no ahonde la brecha digital y deje a la mayoría de la sociedad fuera de la modernidad y fuera de un sistema de comunicación que precisamente tiene que ser una garantía de que todo el mundo pueda expresarse y de que toda el mundo pueda acceder a toda la información.33




      Este modo que fue adoptando el debate sobre los medios de comunicación fue disolviendo progresivamente la división del campo social que el conflicto en torno a las retenciones a las exportaciones de cereales había parecido trazar con rigidez en la formación política argentina. A modo de ejemplo, se podría mencionar a la enorme mayoría de los actores políticos involucrados con la elaboración de los 21 puntos, a diversos sectores de la oposición parlamentaria (Socialismo, Proyecto Sur, etc.) que, si bien venían al kirchnerismo como puro oportunismo, permitieron la aprobación de la Ley por una amplia mayoría (algo más del 57% del total de diputados y más del 61% del de senadores) y muchos de ellos se transformaron en importantes defensores del proyecto promovido por el oficialismo. También fue importante para la legitimidad de los cambios el extendido apoyo de referentes de la cultura nacional (artistas, actores, intelectuales, etc.) y del mismo periodismo (hasta Jorge Lanata defendió la ley). Algunos de estos nuevos apoyos sólo lo fueron puntalmente, mientras que otros comenzaron a identificarse con el gobierno y fueron reforzando dicha identidad con otra serie de medidas que fueron aconteciendo casi en paralelo (Fútbol para Todos, Asignación Universal por Hijo, Matrimonio Igualitario, Estatización de las AFJP, etc.) con una relectura del mismo pasado inmediato del kirchnerismo. Esto último no sólo implicó una reevaluación de la gestión de Néstor Kirchner, sino que también pareciera abrirse una reconsideración de la misma crisis del campo y una relegitimación del discurso oficialista en esa coyuntura.




      Esta presencia de la crisis del campo en el proceso de discusión de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual no sólo la podemos reconocer en el discurso oficialista, sino también aparece contaminando el amplio y heterogéneo campo político opositor. En este sentido, resulta interesante marcar dos cuestiones. En primer lugar, la oposición hablaba en nombre de una universalidad que finalmente terminó contrastando con lo sucedido en el Congreso de la Nación cuando la Ley de Medios resultó aprobada por una contundente y multicolor mayoría. Aquellos sectores que plantearon su oposición a la Ley lo hacían como si el arco opositor a la misma fuese una réplica a la oposición a la Resolución 125, incluyendo tanto a la misma pluralidad de partidos y organizaciones políticas como a un amplio sector de la ciudadanía. Una tendencia que a prima facie estaba fuertemente reforzada y legitimada por el resultado de las elecciones legislativas de junio de ese mismo año. Y en segundo término, estos sectores opositores buscaron replicar aquel modo de articulación discursiva que caracterizó a la crisis del campo, buscando trazar una continuidad entre dicho conflicto y la presente Ley. Si el gobierno de Cristina Fernández antes pretendía ir por la renta del campo, ahora buscaban el control de los medios, demostrando que estaba dispuesto a “ir por todo”. Si la 125 era una medida kirchnerista para abultar la “caja K”, ahora la Ley de Medios era una “Ley mordaza” o simplemente una “Ley K”, para controlar a los medios de comunicación. Si desde el conflicto con las patronales agropecuarias, los medios de comunicación no hacían más que reflejar el profundo estado de “crispación” que reinaba en la sociedad argentina, la Ley de Medios no tenía otra vocación que acallar las voces opositoras y crear un monopolio estatal de medios para dominar la opinión pública y la libertad de expresión, al mismo modo en que el Indec lo hace con los índices inflacionarios para “construir” una realidad a la medida de los intereses del kirchnerismo.




      Posiblemente la aprobación de la Ley de Medios, los efectos legitimadores sobre el discurso oficialista que ésta tuvo en amplios sectores de la sociedad argentina y la consecuente poca llegada que tuvo el modo de articulación del discurso opositor en esta cuestión estén poniendo de relieve un cambio ideológico en la sociedad argentina. En este sentido, la irrupción en la escena televisiva del programa 6- 7- 8 colaboró enormemente al mostrar a los medios de comunicación como actores políticos con intereses creados y así poner en el lugar de la completa imposibilidad las pretensiones periodísticas de objetividad e independencia. La emergencia de un programa como éste sólo puede ser comprendida en el contexto de un generalizado cuestionamiento al rol de los medios de comunicación en nuestras sociedades contemporáneas, cuestión que en Argentina parece haber aflorado con fuerza a partir de la crisis del campo. Desde este punto de vista, 6- 7- 8 tuvo el rol de profundizar la duda acerca del supuesto lugar de verdad desde el cual se paraban tradicionalmente muchos periodistas y muchos medios en Argentina. Aunque finalmente haya terminado por erigirse como su perfecto reverso al encasillarse dentro del “periodismo militante”, haciendo del debate poco más que una disputa estéril entre supuestos objetivistas contra periodistas situados ideológicamente. Justamente sobre este punto radican las críticas más interesantes que posteriormente comenzaron a lloverle a esta propuesta televisiva. Lejos de desplazar el foco del debate, 6- 7- 8 se transformó en un francotirador muy efectivo y con explícitas intencionalidades político-ideológicas al poner en el centro de la escena algo que siempre debió estar en claro: que todo discurso periodístico y mediático implica una posición política ineludible. Pero, sin embargo, 6- 7- 8 no logró (por lo menos hasta ahora) ir mucho más allá en la discusión y terminó por configurarse en poco más que un cuestionador de ciertos discursos mediáticos y periodísticos (la más de la veces, incluso, con nombres propios).




      Quizás sea este contexto de generalizada sospecha el que limitó las posibilidades del discurso de los sectores opositores a la Ley, más particularmente el de los medios directamente afectados, que pretendieron sostenerse intentado trazar una lineal continuidad con el discurso opositor a la Resolución 125 procurando situar a la propuesta legislativa en una mera cuestión revanchista por parte del gobierno o presentando a la ley como una forma de controlar a la opinión pública, restringiendo la libertad de expresión y buscando la configuración de un nuevo monopolio mediática esta vez en manos del gobierno. Cuando no se recurrían a este tipo de burdos argumentos y la oposición a la Ley encontraba una retórica un poco más sofisticada, la operación ideológica consistía en un intento de apropiación y fijación del significado de la “libertad de expresión”. Así, dicho intento consistía generalmente en una superposición con la idea de “libertad de empresa”, cuestión ésta última que la ley sí venía a ponerle límites de diversas formas (previendo mecanismos de desinversión, limitando el número de medios por titulares, etc.). La poca efectividad ideológica de esta operación sinonímica parece mostrar otra grieta más de la hegemonía neoliberal.




      El exceso K: algunas notas finales




      A través de nuestro breve análisis, hemos procurado mostrar el carácter reductivista de aquellas miradas canónicas sobre la política que o bien someten a los actores políticos al homoeconomicus maximizador de utilidad o bien piensan las identidades colectivas como expresión de una esencia subyacente. Así, el kirchnerismo es poco más que puro oportunismo y demagogia, tanto cuando promueva la derogación de las leyes de la impunidad como cuando hacer descolgar los cuadros de los genocidas en la ESMA. O es reductible a la pura ambición de poder, al revanchismo o la venganza cuando decide enviar al Congreso Nacional una nueva Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. Esta apropiación inescrupulosa de luchas ajenas no ha hecho más que desvirtuarlas y alejarlas de sus auténticos sentidos originarios, subordinándolas a un proyecto de poder que en su ambición infinita destruye todo lo que toca.




      En contraposición a estas perspectivas y desde una aproximación antiesencialista, hemos intentando mostrar como la configuración de una identidad política es un proceso complejo que resiste cualquier idea de linealidad y temporalidad. Desde este nuevo lugar, por un lado, hemos explicado cómo a través del uso del lenguaje de los derechos humanos crecientemente disponible en Argentina del 2001, el kirchnerismo se constituyó en contraposición a un pasado reciente y remoto signado por la injusticia, el silencio y la complicidad que se condensaban bajo el manto de la impunidad. Es desde este lugar, desde su lucha contra la impunidad del pasado, que el Kirchnerismo se unió a la lucha de los grupos de derechos humanos y se posicionó como el presidente que no se limitaba a satisfacer demandas históricas, sino que era alguien que en su compromiso militante iba más allá de lo esperable. Y en ese ir más allá alteraba irremediablemente las fijaciones de sentido en torno a los derechos humanos que habían dominado el ideario democrático alfonsinista y a partir del cual se ató su significado a la imparcialidad democrática y a la teoría de los dos demonios. Frente a la irrupción kirchnerista, se producía una politización de la causa por los derechos humanos, que de ahora en más rebalsaba ampliamente el ámbito judicial, en la medida en que también se constituía como un momento más de la lucha contra la desigualdad y la exclusión social del nuevo proyecto nacional y popular.
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